Carátula 


SEÑOR PRESIDENTE.- Habiendo número, está abierta la sesión. 
(Son las 16:18). 


—La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios da la bienvenida a los 
señores Jorge Díaz y Javier Sena representantes de las Cámaras Inmobiliarias de Punta del Este y 
Maldonado; Luis Alberto Cruz y José Sellanes, de la Asociación de Inmobiliarias de la Costa de 
Canelones; Valentina Arrospide, de la Cámara Inmobiliaria de Rocha; Marcelo Nieto, de la Cámara 
Inmobiliaria Uruguaya y al doctor Julio Facal, asesor legal. 


SEÑOR SENA.- Agradecemos a la comisión que nos haya recibido a efectos de poder manifestar 
nuestra opinión respecto al proyecto de ley: «Prestación de Servicios. Plataformas Informáticas de 
Intermediación. Regulación». 


Entre los meses de setiembre y octubre concurrimos a la comisión de la Cámara de 
Representantes donde se consideró y fue aprobada esta iniciativa. En ese entonces, dejamos nuestra 
posición sobre un texto, pero resulta que después se aprobó y se remitió al Senado otro, totalmente 
diferente. Queremos dejar sentada nuestra opinión, pues nos parece que el proyecto de ley no encaja 
con nuestra actividad. 


A continuación, si los señores senadores están de acuerdo, el asesor legal que nos 
acompaña dará las explicaciones del caso. 


SEÑOR FACAL.- En otra oportunidad acompañamos a la Asociación de Hoteles y Restaurantes del 
Uruguay y a la Cámara Uruguaya de Turismo para hablar de una temática tan compleja como es la 
regulación de las nuevas tecnologías de la información y cómo estas inciden en determinadas 
actividades. 


Por otra parte, nos ha tocado trabajar junto con las cámaras empresariales de Sudamérica y 
en ese sentido puedo decir que se está formando una comisión sudamericana de cámaras de turismo 
para trabajar en una propuesta de los estados en el desarrollo de estas nuevas tecnologías y cómo 
combatirlas. Quiero destacar que las nuevas tecnologías en sí no son perjudiciales, pero combinadas 
con el desarrollo de actividades informales hacen un combo que es letal para los estados por varias 
razones. En primer lugar, estas aplicaciones generalmente tienen un servidor en un país que no es el 
de origen y, por lo tanto, es difícil para los estados poder controlarlas. En segundo término, los usuarios 
no tienen el respaldo de una garantía legal ante el incumplimiento, y en tercer lugar, son una 
herramienta básica y fundamental que atenta contra la actividad formal. 


Lo que señalamos en aquel momento es que el estado debe establecer claramente cuáles 
son aquellas actividades que quiere regular, porque una cosa son las actividades que deben ser 
reguladas y otra es la actividad formal e informal. En aquel momento poníamos el ejemplo del 
transporte de pasajeros y hacíamos hincapié en que para nosotros esta actividad podía desarrollarse 
libremente, más allá de que la Constitución mandata a los gobiernos departamentales a ordenarla pero 
no a limitarla. Sin embargo, las intendencias la limitaron y establecieron un número equis de taxis. Es 
así que comienza a darse una realidad informal —en una actividad que, repito, debe ser libre porque así 
lo dispone la Constitución, y que tiene que ser ordenada por las intendencias— que complica a la 
actividad formal. Cuando ese fenómeno se combinó con el desarrollo de nuevas tecnologías como 
Uber, Easy Taxi, etcétera, terminó complejizando muchísimo el sistema, que no tuvo otra alternativa — 
por lo menos, el gobierno departamental de Montevideo— que reconocerlas, incorporarlas, crear un 
registro y establecer las exigencias de forma tal que esa nueva realidad pudiera convivir con la 
existente. Esto fue así porque, reitero, se trata de una actividad libre y, por lo tanto, no se puede 
prohibir. 


Entonces, el asunto es, por un lado, cómo hacen los estados para desarrollar estas nuevas 
tecnologías y, por otro, deben combatir estas situaciones particulares. Uno de los grandes flagelos que 
tiene la actividad inmobiliaria al igual que la hotelera —como decíamos la vez pasada- es cómo 
combatir el informalismo, es decir, el desarrollo de vivienda informal, que se alquila informalmente que, 


a veces, se realiza con habitualidad y profesionalidad. Hay que hacer una distinción importante: no es 
lo mismo aquel que alquila su casa por una vez o para descontar la Contribución Inmobiliaria que aquel 
que lo hace de forma habitual y profesional, o aquel que alquila una habitación de su propiedad de 
forma habitual y profesional, o que desarrolla un edificio de apartamentos y lo alquila como hotelería 
informal de forma habitual y profesional. Todo esto se combina con el desarrollo de nuevas tecnologías 
que generalmente no están instalados en el país como, por ejemplo, el caso de Airbnb. Entonces, el 
Estado tiene que controlar y regular las actividades de aquellos intermediarios que se instalan 
debidamente en el país, sean presenciales, físicos o informáticos. En este sentido, una vez que estos 
intermediarios se instalan en el país, es deber del Estado establecer las formas en que los va a regular. 


La problemática que hoy tienen las inmobiliarias es la siguiente. Por un lado, el producto en 
sí, que es lo que están intermediando con un gran informalismo y, por otro, el intermediario informal 
que hoy no tiene una regulación legal. Para ello nosotros estamos trabajando en dos proyectos de ley, 
uno que tiende a regular la vivienda turística, tomando como ejemplo lo que hicieron las comunidades 
andaluzas en España o la Ley Alur en Francia, que establecieron claramente que todo aquel que 
desarrolle la actividad de alquiler de vivienda en forma habitual o profesional más de tantas veces en el 
año o con determinadas características necesariamente debe registrarse. Con respecto a la posibilidad 
de regular a todos aquellos que realicen esa actividad de intermediación, por lo menos, dentro del país, 
en el entendido de que la extraterritorialidad de la norma debe regular el comercio electrónico, quiero 
decir que los países no lo han podido solucionar, salvo con un tratado internacional, de doble 
tributación o alguna situación algún poco más compleja. 


Al mismo tiempo, trabajamos en otro proyecto de ley —lo haremos llegar a la comisión para 
que sean insumos para el trabajo- que tiende a regular el comercio electrónico, las plataformas 
informáticas y a crear una oficina de contralor y registro y certificación de página web, de forma tal que 
todo aquel que desarrolle una actividad de intermediación dentro del país a través de una plataforma 
informática pueda registrarse y ser confiable. 


En cuanto al proyecto que está a estudio de la comisión, francamente, no entendemos su 
sentido. Es un proyecto meramente fiscalista, que tiene algunos artículos que hablan de cosas que son 
obvias, como que todo aquel que desarrolle una actividad en el país debe regularizarse, que todas las 
relaciones laborales se regirán por el régimen laboral —estas son cosas obvias— y, además, otorga 
potestades al Banco Central que consideramos de dudosa legalidad. Creemos que este proyecto de 
ley no aporta nada más que cosas que ya se saben. Nos parece que se debería trabajar en un 
proyecto mucho más ambicioso que atacara, como dije recién, los aspectos centrales del comercio 
electrónico, que tratara de regular las plataformas informáticas y que creara una oficina de contralor y 
registro de verdaderos hackers de páginas web. Una vez que se tienen reguladas las actividades que 
se quiere como, por ejemplo, el transporte, el turismo, la vivienda turística, la actividad inmobiliaria — 
que es lo primero que el Estado tiene que regular—, esa oficina se va a encargar de detectar a aquellos 
que, una vez reguladas las actividades, las están desarrollando por fuera de la ley. En este caso, el 
Estado establecerá las sanciones respectivas. 


Hay dos cosas que me parecen importantes. Por un lado, hay que determinar cuáles son las 
actividades que el Estado va a regular. En este sentido, creo que hay que establecer normas claras al 
respecto; la vivienda turística hoy es una actividad pendiente de regulación, así como también la 
actividad inmobiliaria. Por otro lado, hay que ver de qué forma se van a regular los intermediarios 
informáticos que se instalen en el país, que es algo que no aparece desarrollado en el proyecto de ley, 
más allá de alguna norma tributaria y laboral que rige para toda la actividad informal, que es endémica 
en todas las actividades que se desarrolle. 


Esta es una primera aclaración que quería hacer para que quienes me acompañan en el día 
de hoy puedan establecer cuáles son las cosas que les preocupan en la actividad que desarrollan. 


SEÑOR SENA.- Como decía el doctor Facal, este proyecto le pasa por alto a la actividad inmobiliaria, 
porque el problema más grave que tenemos está relacionado con los portales que ofrecen alquiler o 
venta de viviendas en el país y no pagan IRPF, comisiones ni ningún tipo de impuestos que obliga la 
ley dentro del país. Eso va en desventaja del que está establecido, como nosotros, que tenemos que 
pagar absolutamente todo. ¿Por qué la gente no pasa por las inmobiliarias? Porque nadie va a pagar 
un 20 % más si sabe que si lo hace a través de un portal no paga nada. 


Esto tiene una cantidad de problemas adicionales. Cuando se recurre a alguien que está 
establecido y dentro de las normas, como los corredores inmobiliarios de Maldonado, hay dónde 
recurrir. Nosotros estamos registrados en el Ministerio de Turismo, con un aval bancario, pero esas 
empresas que hacen intermediación en forma clandestina no lo tienen, por lo que dan un servicio malo 
y desprestigian al país. Por ejemplo, cuando se tienen problemas en este tipo de operaciones no hay 
donde recurrir, porque el portal está en Australia o en Estados Unidos. 


Por otro lado, hay que tener en cuenta todo el dinero que pierde el Estado, ya que no recauda 
absolutamente nada. Por la ley de reforma tributaria, a nosotros nos exigen que hagamos la retención 
del IRPF, por ejemplo, a los alquileres. Hemos pedido hasta el cansancio —y lo vamos a seguir 
haciendo- que se modifique la norma que nos obliga a ser agentes de retención, porque de esta forma 
nadie pasa por las inmobiliarias. Si fuera otro el agente de retención —el propietario u otro organismo-—, 
recurrirían a nosotros y no tendríamos ese problema. 


Lo que ha ocurrido es que se han cerrado una cantidad de inmobiliarias, se está quedando 
gente sin trabajo y nos vamos a estrellar contra un muro, porque vemos que no hay salida. 


Ya hemos explicado en todas las comisiones de ambas cámaras y a los ministros con los que 
hemos hablado que esta problemática es urgente; no es para el año que viene ni nada por el estilo. 
Hay que resolver primero que nada que nosotros no seamos agentes de retención. 


Por otra parte, estos portales trabajan dentro o fuera del país con total impunidad y sin pagar 
absolutamente nada. Es decir que nosotros somos ciudadanos de clase B y ellos de clase A, porque 
ellos pueden hacer lo que quieran y nosotros estamos sometidos a una cantidad de reglas. Me parece 
que está bien que haya reglas y hay que cumplirlas, pero todos deben cumplirlas por igual. Hay gente 
que no las cumple, la vemos pasar por enfrente de nuestras narices, hacemos la denuncia, pero el 
Estado no hace absolutamente nada. 


SEÑOR CRUZ.- Como decía el colega Javier Sena, de Adipecidem, en Canelones se vive la misma 
realidad. Lamentablemente, esa actividad informal se ha visto fortalecida por las aplicaciones y los 
portales. Desde la puesta en práctica de la reforma tributaria y que las inmobiliarias pasaron a ser 
agentes de retención de este impuesto, aquellos que no eran muy proclives a tributar el IRPF han 
encontrado el camino para no hacerlo y se ha venido dando un descenso de las viviendas que las 
inmobiliarias tienen a disposición para arrendar. También hemos percibido que ha habido un 
crecimiento sensible o, mejor dicho, un trasiego muy importante de las carteras de inmuebles que 
tenían las inmobiliarias hacia la utilización de los servicios de los portales. Con esto queremos decir 
que si antes había intención de evadir, el portal se prestó como una herramienta para ello. Hoy con mis 
colegas comentábamos que los portales y las aplicaciones ofrecen un montón de beneficios, pero 
también tienen sus aspectos negativos. Por ejemplo, un martillo puede servir como una herramienta 
para clavar un clavo, o puede servir para lastimar. Se da esa ambigúedad en la aplicación o en los 
portales y necesariamente tienen que ser regulados porque, de lo contrario, si nosotros apuntamos a 
un Uruguay turístico y a la excelencia de los servicios, tenemos que tratar de combatir firmemente el 
informalismo que se está potenciando a través de estos medios. Tenemos que darle un tono mucho 
más serio y profesional a esta actividad que, lamentablemente, como bien decía mi colega —aunque no 
quisiera que fuera así-, va de mal en peor. Por un lado vemos que en los portales crece 
exponencialmente la oferta de los inmuebles pero, por otro, disminuye la que tienen las inmobiliarias. 
Algo está ocurriendo. Por algún lado se está escapando la liebre. Desde nuestro punto de vista, 
necesariamente hay que poner un freno. Estamos tratando de realizar los análisis y los contactos 
necesarios para poder revertir la situación. 


SEÑOR DÍAZ.- Soy integrante de la Asociación de Inmobiliarias de Punta del Este; es una sigla larga y 
difícil de explicar, pero será más corta en el futuro. Les agradecemos que nos reciban; eso vale mucho 
a los efectos de dejar sentada nuestra posición. 


Me crié convencido de que no era conveniente regular nada. Mis padres, mis tíos y toda la 
gente que estaba a mi alrededor lo decía; sin embargo, en este país están reguladas las farmacias, las 
estaciones de servicio, la educación y la industria, todo menos la actividad inmobiliaria. Nosotros 
venimos peleando por la regulación de la actividad inmobiliaria desde hace nada más que treinta y 
cinco años; no es poco tiempo. 


Estuve en esta cámara con un senador al que quiero entrañablemente y con algún amigo suyo 
que está en esta sala y ya hablábamos de la ley del corredor inmobiliario, pero no se ha podido hacer 
nada. Un día venimos al Senado, otro vamos a la Cámara de Representantes, pero lo cierto es que no 
se ha podido hacer nada. Creemos que es absolutamente necesario que, como cualquier otra 
actividad, la inmobiliaria sea regulada, total o parcialmente. Sin embargo, se ha esgrimido que no es 
algo de interés nacional y turístico. ¿¡Cómo no va a ser de interés nacional y turístico si el inmobiliario 
representa el 65 % del negocio del turismo de este país!? Este es un dato científico que brindan los 
encuestadores profesionales, no lo viene a decir Jorge Díaz a una comisión del senado de la 
República. 


Planteo que más temprano que tarde hay que regular el negocio inmobiliario porque si no los 
líos que ya tuvimos este año y que hemos tenido antes -que hemos ido tapando con almohadas, con 
frazadas y con sábanas— un día van a explotar, y los senadores de este país deben saber cuánto 
perderíamos con el turismo. Aunque nunca se ha querido cuantificar de verdad, el turismo es muy 
importante para el Ministerio de Economía y Finanzas. Si están reguladas las industrias textil y 
metalúrgica, ¿por qué no va a estar regulada esta actividad? El turismo, el transporte, los taxímetros y 
los guías turísticos están regulados. ¿Por qué no está regulado el sector inmobiliario? Lo dice un 
hombre de 70 años que trabaja en esta área desde hace 44 años: es absolutamente necesario regular 
el negocio inmobiliario. Convénzanse de eso; si no es un tema que los preocupe en el momento, lo 
será en muy poco tiempo y no va a ser bueno. 


¿Qué parte del mercado tiene hoy el sector inmobiliario? Cuando se los diga no me acusen 
de mentiroso, solamente créanme: no tenemos más del 7 % u8 %. 


SEÑOR MICHELINI.- ¿Los alquileres? 
SEÑOR DÍAZ.- Todo el mercado inmobiliario. 
SEÑOR MICHELINI.- ¿Y la venta? 


SEÑOR DÍAZ.- Cuando digo todo es todo y si no vaya al registro a ver en qué escritura dice 
«Inmobiliaria Dunas». No aparece. ¿Sabe por qué no aparece? Porque no vende nada. 


(Dialogados). 


—Teníamos un factor de venta: era casi mejor vender que alquilar. Puedo mostrar mis 
números, que son muy claros y fáciles porque son pocos. El negocio inmobiliario ha bajado de forma 
drástica; como decía mi compañero, vamos derecho al precipicio. Esto lo digo jocosamente porque 
tampoco hay que estar todo el tiempo peleando. 


Todo esto sucede porque el Estado -y creo que con razón— ha ido creando impuestos. 
Cuando empecé en el negocio inmobiliario solamente pagábamos IVA a las comisiones y no 
reteníamos absolutamente nada. El negocio de la venta, que es el más jugoso, por decirlo de alguna 
manera, solamente tenía el IVA de una comisión o de dos comisiones; el resto que se le ha impuesto 
ahora es tan voluminoso que resulta imposible concretar un negocio. Sí se hacen operaciones, pero 
por el sector inmobiliario pasa solamente el 7 % o el 8 % de los alquileres, y lo puedo probar. Traigo 
estos números simplemente para que los señores senadores tengan material de estudio y por lo menos 
reflexionen al respecto. Creo que los que hace más años estamos en este tema podemos aportar algo. 


Los señores senadores habrán escuchado a la ministra de turismo hablar de que ingresaron 
tres millones de turistas. Hay colegas que tienen 15 o 20 años de trabajo y han hecho 7 u 8 alquileres 
en toda la temporada; para ellos esas deben ser las peores palabras que puede escuchar una persona 
que se dedica a una actividad. Que hayan pasado tres millones de personas y solamente hayas hecho 
7 u 8 alquileres es desestabilizador, desmotivador, no sé, todos los adjetivos que ustedes quieran. Eso 
es producto -—y no quiero abundar— de las plataformas, que nos han hecho un gran daño. La 
informalidad es brutal porque ha ido ín crescendo; antes peleábamos con los porteros y con algún 
jardinero que se animaba, pero hoy es con el mundo y las plataformas. No nos negamos a las 
plataformas, pero no entendemos cómo el Ministerio de Economía y Finanzas, la DGI o el organismo 


que sea del Estado todavía no comprendió que puede recaudar el IRPF del 82 %, el 85 % o el 90 % de 
los alquileres que están en negro. ¿Cómo no va a valer la pena que el Estado se asocie con el sector 
inmobiliario de todo el país para tener la mejor plataforma que puede haber para el sector alquileres? 
¿Saben que Montevideo es el que más alquila turísticamente hablando? ¿Tienen idea de lo que se 
evade? Esta misma cifra. ¿No es el momento de sincerarnos y de que el Estado, de alguna manera, se 
convierta en socio de una actividad privada para hacer mejor las cosas? Esta sociedad le debe servir 
tanto al Estado como a un sector que emplea entre 30.000 y 35.000 personas, que además ganan 
bastante bien; históricamente ganaron bien porque era un negocio interesante. 


Trabajé en el rubro de la hotelería durante veinticinco años y pasé directamente al sector 
inmobiliario. Trabajé en el hotel Playa y quienes lo conocieron saben de qué estoy hablando: tal vez 
uno de los mejores hoteles de Punta del Este y del país. La verdad es que lo que más nos preocupa a 
todos es el servicio. El turista viene a Punta del Este —y lo digo con verdadero orgullo— porque se le 
trata muy bien; cuando van a Rocha, Canelones o Colonia también se los trata maravillosamente bien. 
Diría que ese es el escudo, nuestra bandera; lo nuestro es tratar bien a la gente. Yo voy a comer a un 
restaurante en Colonia porque el mozo me trata tan bien que no podría ir a otro lado. Esto es esencial, 
medular. 


Me pregunto: ¿qué servicio brinda las plataformas a un turista en Punta del Este? Voy a dar 
un solo ejemplo, pero antes quiero pedir disculpas por lo extenso de mi exposición y agradecerles de 
todo corazón que nos hayan recibido. Cuando los turistas llegan a Punta del Este, no saben adónde 
van, preguntan en todos lados, han llegado a las inmobiliarias, a la mía en particular, solicitando por 
favor que le digamos dónde queda, por ejemplo, Gorlero 2283. Nosotros, que no tenemos el 
nomenclátor de Punta del Este —que no funciona; nadie tiene número y las calles tienen dos nombres: 
el de una persona y el de un pez o un pájaro—, los acompañamos hasta el lugar donde alquilaron en 
cualquier otra parte. La plataforma no brinda un servicio al turista. Por ejemplo, cuando se les rompe la 
heladera, no hay quién se las arregle; se les rompe la cocina y pasan cinco, siete o diez días sin 
cocina; si les falta algo nadie los va a ayudar. ¿Ese es el servicio que queremos brindar en Punta del 
Este? Estoy seguro de que no. 


Participé en cincuenta reuniones de la Liga de Fomento con senadores, diputados y 
presidentes de la República y el objetivo más importante para Punta del Este es conseguir y lograr el 
mejor turismo de América Latina. Eso no lo podemos perder y en esto también tiene parte el Estado. 


SEÑOR AMORÍN.- Quiero agradecer la información brindada. 


Este tema es complejo y seguramente esto no pasa solo en Uruguay. Me parece que conozco 
algunas de las plataformas internacionales, como Airbnb o Booking, que no sé si son las que están 
operando en Uruguay. Nunca en mi vida alquilé en Uruguay a través de una plataforma de este tipo, 
pero supongo que están operando. 


En realidad, supongo que esto tiene muchas puntas. Una de ellas es de control; se me ocurre 
que a partir del 12 % de IRPF a los alquileres debe haber crecido el informalismo porque la gente —eso 
es natural trata de evitar pagar ese porcentaje. También se me ocurre que los porteros empezaron a 
trabajar más después que antes de ese 12 %, porque ya no se trata solo de evitar una comisión —el 
portero igual se la llevaba, aunque tal vez sin IVA— sino que ahora hay que evitar algo más importante. 


El tema es la aparición de estas plataformas. No sé si hay alguna uruguaya, pero lo que uno 
debería ver es qué hacen otros países y cuál es la legislación comparada al respecto. Es muy 
importante saber qué están haciendo otros países; creo que esa es la base. Nadie va a poder ir contra 
el mundo si hay plataformas internacionales que, al igual que Uber, van a seguir existiendo. El tema es 
que compitan en las mismas condiciones que las empresas que están instaladas y no que estas 
paguen impuestos y los que compiten desde afuera no lo hagan. 


Entonces, habría que ver qué legislación internacional hay, y no tengo la menor duda de que 
estaríamos todos de acuerdo en tratar de caminar por el rumbo de que todos compitan en las mismas 
condiciones. Tengo una cantidad de conocidos que cuando viajan al exterior utilizan Booking o Airbnb y 
voy a ser sincero— creo que no les ha funcionado del todo mal. Lo que importa es que la gente pueda 
elegir si la va a ayudar una inmobiliaria nacional —que la lleve al lugar, le arregle la heladera y le diga al 


portero que cambie la bombita— o si quiere manejarse con otra empresa, pero siempre que todas 
compitan en igualdad de condiciones. Me parece que se trata de eso: de que todos paguen todos los 
impuestos que hay que pagar, que sea exactamente lo mismo para todos y que, al final, el cliente elija 
el mejor servicio. Ahí es donde seguramente, nuestros invitados van a tener alguna ventaja. 


SEÑOR SENA.- Lo primero que quiero señalar es que nosotros vinimos aquí a decir la verdad y 
puramente la verdad, como cuando uno está ante un juez. Como estamos diciendo la verdad, aquí y en 
los medios de prensa, señalamos que, hoy por hoy, nos va mal y lo que queremos buscar, a raíz de lo 
que se ha dicho, es que nos den una mano en lo siguiente. Así como la intendencia de Montevideo se 
puso las pilas y reguló a Uber, queremos que se haga lo mismo con los portales porque, si se quiere, 
se puede. Aquí no hay que decir que lo que vino lo hizo para quedarse. Hay que buscar la vuelta para 
que lo que vino para quedarse ande con nosotros, que estamos en Uruguay. No puede decirse aquí 
que algo vino para quedarse y no hacerse nada. Repito: hay que buscarle la vuelta a todas las cosas y, 
especialmente, a una actividad como esta —el sector inmobiliario tiene a más de 30.000 personas 
ocupadas— para que sigamos trabajando en condiciones iguales a los demás. Estas condiciones 
pueden ser competitivas porque no tenemos miedo a competir, pero sí a que alguien venga aquí y no 
pague nada, pero nosotros sí tengamos que hacerlo. 


Esa es la respuesta. Queremos que de parte de los senadores y diputados se busque una ley 
que nos regule a todos por igual para que todos paguemos por igual. Hoy regularon a Uber y ya no es 
tan buen negocio para esa empresa; los taxistas van a poder trabajar. Nosotros queremos lo mismo, es 
decir, que nos regulen las plataformas para poder trabajar. 


SEÑOR MICHELINI.- La primera cosa que quiero decir es que si nuestros invitados tienen un proyecto, 
que lo traigan. Somos de diferentes partidos pero todos tenemos las orejas grandes. 


La segunda cosa es que siempre fui partidario de regular este sector. En más de una 
oportunidad hemos empujado esto y habría que preguntarse por qué no se logró el éxito en treinta y 
pico de años. 


Lo tercero es que el hecho de que se regulen las plataformas no quiere decir que se esté 
regulando todo el sector. Tampoco quiere decir que no haya que hacer el esfuerzo. Me parece que el 
problema aquí no solamente está en las plataformas sino también en la evasión, y creo que el mejor 
aliado es la propia DGI. No sé si no habría que empezar con un registro de viviendas porque si bien es 
cierto que Uruguay recibe tres millones de turistas, algunos van a hoteles, otros a campings y otros 
tienen su propia casa. Los que alquilan, lo harán mediante los jardineros, los porteros o las 
inmobiliarias, pero muchas personas son propietarias de varias viviendas y están al firme alquilando. 
Entonces, me gustaría que piensen en la posibilidad de comenzar con un registro de viviendas porque 
lo que tienen en común los portales, las inmobiliarias y los dueños de las casas de veraneo es que 
tienen la necesidad de anunciarlas. Si hubiera un registro, la DGl podría actuar muy rápidamente 
porque quien anuncia y no está en el registro recibe una multa. Quizás el error que cometimos algunos 
de nosotros fue intentar regular todo el sector, pero habría que empezar solo con un registro y dar 
potestad a la DGI para que actúe. 


Debo retirarme pero antes quiero dejar claro que todo lo que tenga que ver con regular y 
poner en pie de igualdad ante la ley, encontrará buen ánimo en esta comisión. 


SEÑOR LAFLUF.- Agradezco la visita. Este tema no es sencillo y quiero recordar que cuando 
comenzamos a analizar el tema de Uber en la comisión de innovación de la Cámara de 
Representantes se armó un gran entrevero, cuando la que tenía que regular era la intendencia, y así 
terminó porque es la que tiene en sus manos la regulación y el control de todo el sistema de transporte 
urbano. 


Con respecto a lo que plantea el señor senador Michelini, el registro de las viviendas para 
alquiler debe hacerlo la intendencia y, además, tiene que autorizar a aquellas que estén en condiciones 
de ser alquiladas. Por lo tanto, quien quiera alquilar una propiedad tiene que tener un permiso para 
hacerlo. Al menos, en la Intendencia de Río Negro eso es así y me parece que en el resto también, 
aunque debemos decir que esto no se cumple ni de casualidad. 


El país apuesta mucho a fomentar el turismo y hace descuentos importantes en ciertos 
servicios vinculados a esta actividad. En este sentido, me gustaría saber si el Ministerio de Turismo, 
para fomentar el turismo, también hace descuentos en los arrendamientos y, si esto es así, cómo hace 
el turista para descontar el dinero cuando alquila informalmente. 


SEÑOR FACAL.- Volviendo a la actividad del transporte, ya que es un buen ejemplo por lo que 
sucedió, quiero mencionar que hoy tenemos prestadores —taxis, remises y choferes privados que 
deben cumplir con las exigencias— e intermediarios: Radio Taxi Patronal, Celeritas y las plataformas 
informáticas. Además, hay una oficina de contralor que, en este caso, será la del gobierno 
departamental. Si no se cumple con esto, la actividad es ilegal. 


Hay que tener en cuenta que el turismo es una actividad de interés general establecido por la 
nueva ley de turismo. Por lo tanto, está en juego la calidad del destino y no cualquiera puede ser 
prestador de servicios turísticos. No cualquiera puede tener una agencia de viajes y si, por ejemplo, se 
me ocurre hacer una excursión al Chuy, el Ministerio de Turismo me va a multar porque no lo puedo 
hacer. Entonces, esta actividad ya está regulada y controlada. Lo que hay que buscar es la forma de 
establecer un marco legal para el producto, en este caso, la vivienda. Habría que hacer un registro de 
cuáles son las viviendas turísticas, cuáles son aquellas que se alquilan con habitualidad y 
profesionalidad —es decir, establecer distintos tipos de viviendas turísticas—, quiénes son los que 
intermedian en la prestación del servicio —en este caso, la inmobiliaria turística-, y necesariamente 
tiene que haber un contralor respecto a ella, porque va a ser el profesional que va a asegurarle la 
calidad del destino al turista que va a llegar. Si logramos eso en esta actividad en particular, así como 
se reguló en el transporte, Airbnb no va a tener qué vender porque al mismo tiempo vamos a tener que 
crear una oficina de fiscalización, alguien que se meta en las páginas de Airbnb y vea quiénes están 
desarrollando la actividad sin estar debidamente inscritos. 


En resumen, hay que regular, por un lado, la actividad y, por otro lado, la prestación de la 
actividad de forma de avanzar y que no les quede margen a las plataformas que están en el exterior 
para poder desarrollar la actividad. Por su parte, las que están acá deberán inscribirse como lo hace el 
corredor inmobiliario persona física. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Les agradecemos la visita porque, como ya dijimos, tenemos que recibir a otra 
delegación. Creo que es importante que si tienen alguna iniciativa la acerquen a la comisión antes de 
que empecemos a analizar el proyecto de ley que llegó de la Cámara de Diputados. 


SEÑOR SENA.- Hay dos aspectos a tener en cuenta: uno es este proyecto de ley, del que ya dijimos 
algo, pero sobre el que podemos aportar algo más, y otro es un proyecto en el que estamos 
trabajando, que va en el mismo sentido de lo manifestado por los señores senadores Michelini y Lafluf 
respecto a la vivienda turística, que puede servir al menos para regular una parte del sector, sabiendo 
que la idea es regularlo todo porque lo que queremos es que no haya hijos y entenados. 


(Se retira de sala la delegación de las Cámaras Inmobiliarias). 
(Ingresan a sala los representantes del Centro de Talleres Mecánicos de Automóviles). 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Industria, Energía, Comercio, Turismo y Servicios del Senado 
tiene el gusto de recibir a la delegación del Centro de Talleres Mecánicos de Automóviles, integrada por 
los señores Darío Zucchino y Ricardo Cestino. 


SEÑOR CESTINO..- El Centro de Talleres Mecánicos de Automóviles es una institución que agrupa a 
todas las empresas reparadoras de vehículos automóviles en todas las ramas —mecánica, chapa y 
pintura—, siendo el referente del gremio reparador de automóviles. Nuestra asociación nuclea a la 
mayoría de los talleres formalmente establecidos, dentro y fuera de Montevideo. 


Como es de público conocimiento, desde hace bastante tiempo estamos en una situación de 
conflicto con las compañías aseguradoras de automóviles. Esta problemática viene arrastrándose 
desde el año 2005, cuando comenzó a generarse un desfase entre el incremento de los costos 
operativos para una empresa reparadora de vehículos, lo que las compañías de seguros pagan por 


costo-hora y los costos de reparación de piezas y pintura. Estos costos no han sido acompañados y 
ello generó un desfase muy pero muy grande que fue absorbido, en gran parte, por la rentabilidad de 
las empresas. Tan así es que varias empresas han tenido que cerrar sus puertas, en algunos casos 
han enviado a gente al seguro de paro, y en otros, ha habido despidos. A estas empresas en particular 
no les resulta agradable mandar gente al seguro de paro o desprenderse de su personal, pues la gran 
mayoría de ellas cuenta con personal altamente calificado y, hasta cierto punto, artesanal. 


Nosotros reparamos, en la gran mayoría de los casos, choques de vehículos, y quienes hacen 
esa tarea son prácticamente artesanos. Esa gente, como en otros rubros, ya es muy difícil de 
conseguir. Entonces, las empresas no quieren mandar empleados al seguro de paro ni cerrar sus 
puertas para no perder esa mano de obra, lo que los lleva a endeudarse de manera muy importante. 


Queremos agradecer que nos reciban, porque es bueno que los señores senadores estén 
informados de esta situación. La realidad de las empresas reparadoras de vehículos no es de público 
conocimiento. Cuando cualquiera de nosotros tiene algún desperfecto en el auto y lo lleva a una 
empresa reparadora, lo que busca es que ese vehículo quede pronto, en buenas condiciones, a un 
precio acorde, y de la realidad de la empresa no se sabe absolutamente nada. 


Nosotros queríamos —y lo veníamos planteando a las aseguradoras— tener una mesa de 
diálogo, un ámbito donde pudiéramos negociar esta problemática, pero la intransigencia ha sido total. 
Ahora estamos tratando de evitar que sigan cerrando empresas, que se siga mandando gente al 
seguro de paro o que haya gente que pierda el trabajo. 


SEÑOR ZUCCHINO.- Concuerdo totalmente con lo que ha dicho mi compañero de delegación, pero 
quiero agregar que además de los despidos, muchas veces lo que está pasando es que no se actualiza 
el precio. Tal vez esto sea algo difícil de entender, pero nosotros tenemos un negocio en el que no 
fijamos el precio, sino que lo hacen las empresas de seguros. Históricamente, el Banco de Seguros del 
Estado siempre fue el referente. Fue así hasta hace poco tiempo, cuando se ingresó en una 
competencia feroz entre las compañías que van imponiéndonos un precio y la gente va trabajando por 
ese monto. El tema es que llega un momento en el que no podemos hacer más recortes, porque 
continuamente tenemos que realizar inversiones y actualizar la maquinaria de los talleres. Entonces, se 
les planteó a las compañías de seguros que a partir del 17 de abril pondríamos nosotros los precios. 
Se envió a todas las compañías —y creo que a ustedes también— un listado de más de 180 empresas 
que estudiaron sus costos y pusieron un precio razonable, que es más o menos igual al que se cobra 
en una reparación mecánica. Un trabajo particular está en el entorno de los $ 1.200 hora-taller. Las 
empresas aseguradoras no fueron actualizando los precios de acuerdo con el incremento de los costos 
normales y hoy estamos trabajando para algunas que pagan $ 550 o $ 600. Esto nos lleva a estar al 
filo de la informalidad o a llevar adelante prácticas que no son las correctas. 


Teníamos un convenio con el Banco de Seguros del Estado, pero estaba quedando 
desfasado con respecto a las empresas privadas. Actualmente no tenemos convenio con ese Banco, 
que era el referente, y hemos perdido el contacto para sentarnos a dialogar, no en un diálogo de 
sordos, sino como empresas que tenemos intereses opuestos, porque unos quieren pagar menos y 
otros queremos ganar más. No hemos logrado tener un ámbito de negociación serio porque se 
desconoce totalmente la situación. 


Entonces, además de hacer conocer la problemática, queremos tener una instancia de 
diálogo serio con el principal referente, que es el Banco de Seguros, que tiene más del 50 % del 
mercado. Hemos tratado de trabajar con agencias de publicidad para dar a conocer nuestra realidad, 
pero hay que tener en cuenta que estamos peleando contra multinacionales. La diferencia entre 
nuestro gremio y la más chica de las empresas aseguradoras es abismal. Hay empresas, como la 
Royal 8 SunAlliance -que ahora se fue—, con 300 años de antigúedad o con bancos atrás. Entonces, 
se nos hace muy pero muy difícil que nos escuchen. Del otro lado no dicen que lo que nosotros 
señalamos no es correcto, pero la situación se va a mantener mientras haya gente que trabaje. A partir 
del 17 la situación va a ser otra; la idea es cambiar el paradigma de aceptar los precios que nos 
imponen. 


SEÑORA TOURNÉ.- Entiendo la situación. Quisiera saber si el arancel que les pagan tiene algún 
criterio de fijación o queda absolutamente librado a las aseguradoras. Personalmente, entiendo que 


queda librado, pero quiero que me lo expliciten. 


SEÑOR ZUCCHINO.- Cuando se quita el monopolio en el seguro de automóviles las empresas que 
entraron lo hicieron más o menos con el mismo precio del Banco de Seguros. Se pasó por un momento 
de crisis allá por el año 2004, cuando Alberto Iglesias era el presidente del Banco de Seguros y el 
precio de la hora fue quedando para atrás. El costo que nosotros establecemos hoy en día tiene una 
base real, el otro es el que se viene arrastrando. 


SEÑOR CESTINO.- El origen del costo hora de un taller mecánico surge del estudio del costo 
operativo de esa empresa. El Centro de Talleres Mecánicos, a través de sus equipos, en base a un 
muestreo muy representativo de las empresas reparadoras establecidas formalmente, toma un precio 
base de referencia equis que es sobre el que las compañías de seguros indemnizaban. Nosotros 
analizamos un muestreo representativo de los costos de las empresas reparadoras y llegamos a 
determinado costo hora. Reitero que al costo hora se llega luego de realizado un estudio de costos que 
hizo el Centro de Talleres Mecánicos sobre una muestra representativa de las empresas. Ese costo 
hora no varió más desde el año 2005, pero lo que sí ha variado son los costos a los que están 
expuestas las empresas. Lo que ocurre es que las compañías se amparan en que son quienes 
reparten el trabajo. En confianza, les quiero preguntar a los senadores qué hacen cuando chocan. 


SEÑORA TOURNÉ.- Yo voy a mi taller. 


SEÑOR CESTINO.- La aplaudo, pero en los tiempos que corren la gran mayoría de la gente delega 
esa decisión en lo que figura en el papel del seguro que tenga contratado. Por tanto, la decisión queda 
supeditada al mandato de la compañía de seguros. ¿Qué genera eso? Que sean las compañías 
quienes distribuyen el trabajo y eso provoca, tarde o temprano, que los talleres acepten los precios 
que imponen las aseguradoras, para no quedar sin trabajo. 


Creo que quedó claro de dónde proviene ese costo y cuál es nuestra situación actual. Como 
ya dije, la problemática radica en que desde el año 2005 el aumento de los costos de las empresas no 
se acompasó con el aumento del costo hora que pagan las compañías de seguros. 


SEÑOR LAFLUF.- Quisiera hacer tres preguntas. Primero, quisiera saber si el Centro de Talleres 
Mecánicos abarca talleres de todo el país. Segundo, quisiera conocer en qué ámbito plantearon crear 
la mesa de diálogo con las aseguradoras, que son unas cinco o seis. 


SEÑOR ZUCCHINO.- En total son nueve. 
SEÑOR LAFLUF.- Y, tercero, ¿se habla de $ 1.200 la hora? 
SEÑOR ZUCCHINO..- Sí. 


Las empresas de seguros privadas se nuclean en Audea, que es la Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras, pero no incluyen al Banco de Seguros del Estado. Nos hemos reunido con 
Audea y puedo decir que nos atienden muy bien, pero lamentablemente estamos en competencia y no 
podemos hacer nada. 


Nosotros también tenemos culpa de lo que sucede, ya que las cosas no pasan durante tanto 
tiempo porque hay alguien que es malo. Lo que pasa es que también nosotros fuimos validando esa 
situación porque, de lo contrario, no se llega a esto. 


El Banco de Seguros siempre nos escuchó. De hecho, teníamos un convenio que se respetó, 
pero con la otra parte no pudimos. Al no tener éxito en ese ámbito fuimos a la Cámara Nacional de 
Comercio y Servicios del Uruguay donde Audea es miembro, al igual que nosotros. Al tener un conflicto 
entre dos asociados, el señor Perera —quien es presidente de esa cámara- trató de intermediar, pero 
como se trataba de un problema entre dos privados, dijeron que no había más diálogo. 


También fuimos al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social para plantear la situación, pero es 
difícil entender cómo se arma todo este asunto. El Ministerio de Industria, Energía y Minería también 
nos recibió. La semana pasada fuimos por segunda vez. Próximamente tendremos una instancia con el 
señor Juan Castillo, director nacional de Trabajo. 


La preocupación que existe, con buen criterio, por parte del Ministerio de Industria, Energía y 
Minería es porque no pueden entender cómo alguien dice $ 1.100 o $ 1.200 y otro dice $ 600, porque 
si vos estás haciendo el trabajo por esta plata, me huele que hay algo no estás haciendo, y no es en el 
trabajo, porque el trabajo lo tenés que entregar. Por tanto, te están empujando a llegar a prácticas de 
informalidad. 


Y cuando un puesto de trabajo se pierde —en este sentido mañana tenemos una reunión con 
el UNTMRA); ellos también están preocupados por este problema—, cuando una persona se va, la tengo 
que mandar al seguro de paro y luego la despido. Digo esto porque no son sueldos bajos, estamos 
hablando del entorno de los $ 40.000 o $ 50.000. No es una masa de peones que mueva mucha gente. 
Normalmente en los talleres tenemos entre ocho y diez empleados. Pero esa persona que se va de un 
taller, que está ganando $ 50.000 por años de trabajo, por capacitación, no consigue un empleo por 
ese dinero, o lo consigue pero no en los papeles, y eso es lo que estamos tratando de evitar. 


SEÑOR CESTINO.- Con relación a las preguntas planteadas por el señor senador Lafluf, la primera de 
ellas se refería a la representatividad de nuestro gremio a nivel país. En este sentido, el Centro de 
Talleres Mecánicos de automóviles tiene su sede en Montevideo. Contamos con varios asociados en 
todo el territorio nacional y, a su vez, hay asociaciones locales de empresas talleristas —nótese que casi 
todas ellas son microempresas— que, a su vez, son socias del Centro de Talleres. Tenemos una 
representatividad a nivel de país bastante interesante para lo que es el centralismo de la capital. 


Con respecto a la segunda pregunta, ya fue respondida. Y con relación a la tercera, el señor 
senador preguntaba de dónde provienen los $ 1.200 de costo hora. 


SEÑOR LAFLUF.- Eso ya quedó claro. 
SEÑOR CESTINO..- Es la explicación que dimos hace unos instantes. 


El repartido que trajimos es el informe de una de las últimas reuniones que tuvimos a nivel 
gubernamental donde, como dice el señor Zucchino, se refleja la preocupación de las autoridades por 
la degradación del empleo y la pérdida de puestos de trabajo. 


Nosotros no somos empresas en las que el primer fusible que se rompe es el puesto de 
trabajo porque, como les comenté, somos microempresas y la relación con el personal es cuasifamiliar. 


Por otro lado, como decía Zucchino, son empleos de calidad y no son fáciles de sustituir, por 
lo que la última medida que tomamos es la del envío de la gente al seguro de paro o el despido, porque 
eso lleva al quiebre de la empresa; no hay vuelta atrás. 


Nosotros solicitamos un ámbito de negociación en Audea —Asociación Uruguaya de 
Empresas Aseguradoras-—; luego hicimos lo propio en la Cámara Nacional de Comercio y Servicios del 
Uruguay pero Audea se negó y, asimismo, pedimos a la gerencia del Banco de Seguros que se nos 
diera la posibilidad de reunirnos para destrabar la situación, pero no hemos llegado a un resultado 
positivo. De hecho, en estos últimos días, el Banco de Seguros, que es el buque insignia en el mercado 
de reparación de automóviles, ha comenzado a tomar medidas y acciones copiadas del sector privado, 
desconociendo así nuestra agremiación y tratando directamente con cada una de las microempresas. 
De ese modo, ejerce su poder de distribución del trabajo, lo que hace que ante esa microempresa tome 
decisiones contraproducentes, por lo menos para el futuro. 


En consecuencia, sería conveniente poder conformar una mesa de diálogo con las 
instituciones que integran Audea y con el Banco de Seguros porque, como dijimos antes, para nosotros 
el fusible a desconectar en nuestras empresas no está en la gente. Lo que pasa siempre es que 
primero llegamos a la quiebra y después nos desprendemos del personal. Cuando llegamos a ese 


punto ya no hay vuelta atrás. En los últimos seis meses han cerrado tres empresas representativas del 
sector con más de treinta operarios cada una, que movían una gran cantidad de autos. Esa realidad en 
la que las compañías de seguros prometen volúmenes de trabajo pero llevan a que las empresas se 
fundan trabajando, nos preocupa desde hace mucho tiempo. Por eso llegamos a esta instancia y 
solicitamos una mano a los señores senadores. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Ha quedado muy claro el planteo y hemos recibido la información remitida a 
nuestro despacho. Por tanto, solo nos resta decirles que convocaremos a las autoridades del Banco de 
Seguros para recibir su opinión y desde ya que haremos todo lo posible para avanzar en la resolución 
de este tema. 


Nos mantendremos en contacto. 
SEÑOR CESTINO.- Agradecemos que nos hayan recibido. 
SEÑOR PRESIDENTE.- No habiendo más asuntos, se levanta la sesión. 


(Son las 17:33). 


Linea del vie de náaina 
Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


